
 

República de Colombia  

 
Rama Judicial del Poder Público 

Juzgado Promiscuo Municipal de Becerril – Cesar  

 

Radicación. 200454089001-2022-00179-00 

Accionante: GERARDO ARCILA GRAJALES 

Accionada: Vanti S.A. – E.S.P 

Derecho f/tal reclamado  Derecho de petición 

 

Becerril, Cesar, miércoles diecinueve (19) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

1. OBJETO 
 

Valorada cada una de los elementos allegados en el trámite Constitucional 

procede el Despacho a dictar la sentencia que en derecho corresponda en la acción 

de tutela incoada por GERARDO ARCILA GRAJALES, contra Vanti S.A. – E.S.P, por 

la presunta vulneración al derecho fundamental de petición, con ocasión de una 

rogativa, la cual según los elementos anexados al libelo fue recibida en la entidad 

demandada el 29/09/2022 y hasta la fecha de interponer la acción constitucional 

no había sido resuelta.   

2. HECHOS 

 

Manifiesta la accionante dentro de los supuestos facticos lo siguiente: 

 

“PRIMERO. Que el dia 29 de septiembre del 2022, a través de un derecho de petición le 

solicitè a LA EMPRESA VANTI que me enviara el acto administrativo por medio de la cual 

me cobra UN consumo no facturado POR VALOR de $5.426.380 por concepto de un 

supuesto consumo NO FACTURADO por un fraude que dicen se encontró en el medidor en 

el año 2015, convirtiéndose en un cobro inoportuno, debido que la empresa duro más de 

cinco meses para dármelo a conocer, además a la fecha aun no expide el acto 

administrativo ni el pliego de cargos por medio de la cual me cobraba el supuesto cobro de 

servicio no facturado , para yo presentar mis recurso de reposición y en subsidio de 

apelación conforme a los artículos 154, y 155 de la ley 142 de 1994 , y así garantizarme 

LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, mi derechos 

fundamentales, a un debido proceso derecho a la defensa, contradicción, legalidad, 

tipicidad, igualdad, publicidad, los principios de buena fe confianza legítima y acto propio 

para que la empresa , le de cumplimiento a los artículos 130,140,150,154,y 155 de la ley 

142 de 1994, debido que este cobro es ilegal, además ya se encuentra prescripto , al 

configurarse el fenómeno de caducidad, como lo establece el artículo 150 de la ley 142 de 

1994 y el articulo 91 de la ley 1437 del 2011 , debido que la visita se realizó el día 21 de 

junio del 2018 , donde se decretó un supuesto fraudes medidor con anomalía impidiendo 

que se contabilizara, y así yo poder ejercer sobre ese acto administrativo mis derechos 

fundamentales , como los establecen los articulo 154 y 155 de la ley 142 de 1994, y las 

sentencia T-270 DEL 2004 Y LA SU-1010 DEL 2008, violando los precedente establecido en 

las sentencias,  T- 270 DEL 2004 y la sentencia de UNIFICACIÓN SU-1010 DEL 2008 por 

medio de la cual fijaron los procedimiento y limites que debe someterse las empresa de 

servicios públicos para determinar y poder cobrar exceso de consumo, por lo que este 

procedimiento viola los parámetro establecido por el guardián de la constitución , y este 
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cobro es un enriquecimiento sin causa ilícito, y quien debe ser revocado de forma inmediata, 

de lo contrario la empresa deberá afrontar sanciones millonarias por la Súperservicios, y 

daños y perjuicios que deberá responderme, y revoque el proceso de cobro por exceso de 

consumo y lo reinicie nuevamente según lo establecido por las sentencias T-270 DEL 2004 

Y SU-1010 DEL 2008.  

SEGUNDO. Que la empresa vanti da respuesta a la petición presentada el 19 de septiembre 

del 2022 manifestando que realizaron una visita de inspección en el 10 de agosto del 2019 

levantando el acta Nro. CF 190074521-40400652 donde expidieron una factura 

cobrándome un consumo no facturado por $5.426.380.oo, donde señor juez del 

conocimiento, la empresa al momento de levantar el acta debio de enviarme un pliego de 

cargo para yo presentar mis descargos, luego debio de enviarme el acto administrativo por 

medio de la cual me cobra el supuesto fraude o servicio no cobrado, como lo exige las 

sentencias T-270 DEL 2004 Y SU-1010 DEL 2008, y no enviarme la factura con el supuesto 

cobro ya que esta factura no es ningún acto administrativo como lo dejó claro la corte 

constitucional en la sentencia T-793/12 ademas, señor juez constitucional, esta mas que 

demostrado que la empresa esta violando el debido proceso administrativo y derecho de 

defensa, contradicción, legalidad y tipicidad, de igual forma señor juez, antes de ganar la 

sentencia T-270 DEL 2004 por el defensor de la comunidad melkis kammerer, estas 

empresas de servicios públicos no realizaban ningún proceso administrativo, sino que 

enviaban una factura cobrando sanciones y energías dejadas de facturar.  

Tercero. Señor juez, la corte constitucional en esa misma líneas de jurisprudencia en 

sentencia de unificación SU-1010DEL 2008 manifestó que bajo ninguna circunstancia se 

encuentra facultadas las empresas para cobrarle sanciones pecuniaria a los usuarios, de 

conformidad con los artículos 149 y 150 de la ley 142 de 1994 solo si se demuestra que 

existió una desviación significativa desde el momento de que la empresa detecto la 

irregularidad con los consumo anteriores, por lo que no hay lugar de cobrarme el consumo 

dejados de facturar , al no existir una desviación significativa que es la establecida por la 

empresa en su contrato de condiciones uniforme, CUARTO: Que LA EMPRESA NO CUMPLIO 

CON EL PROCEDIMIENTO CONSTITUCIONAL ORDENANDO EN LA sentencia T- 270 DEL 

2004, PARA PODER COBRAR LA FACTURA POR VALOR DE $5.426.380 en la factura de 

ENERO/2020 por cobro de un supuesto fraudes.” 

 

3. PRETENSIONES 

 

El accionante solicita: 

 

“PRIMERO:PRETENDO CON ESTA ACCION DE TUTELA como mecanismo exepcional y 

definitivo para que el juez constitucional ordene a la Empresa de servicios públicos 

domiciliarios de gas natural VANTI a que expida todo el proceso administrativo incluyendo 

el acta administrativa por medio de la cual me cobra el supuesto cobro de gas no facturado 

por valor de $5.426.380, donde esta empresa bajo ninguna circunstancia expidió el acto 

administrativo ni el pliego de cargos, para poder iniciar la acción de nulidad y 

restablecimiento de derecho o el respectivo recurso de ley, donde esta empresa se 

encuentra violando el debido proceso administrativo, como lo ordena el art. 29 de la 

constitución y la sentencia de tutela T-270/04 y SU-1010/08 y me gaarantice una TUTELA 

JUDICIAL EFECTIVA, LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, mi derechos fundamentales, a un 

debido proceso administrativo, derecho a la defensa, contradicción, legalidad, tipicidad, 

igualdad, publicidad, los principios de buena fe confianza legítima y acto propio, 

consagrados en la constitución y la ley. 
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SEGUNDO que de conformidad con el articulo 4 de la constitución la empresa aplique la 

constitución inaplique el contrato de condiciones uniforme de la empresa y retire de la 

factura el supuesto cobro debido que la empresa duro mas de 10 meses para dármelo a 

conocer dentro de la factura, además es el día de hoy y no ha expedido el acto 

administrativo que garanticen mis derechos fundamentales, así mismo se abstenga de 

suspenderme el servicio de gas natural sino conforme a los artículos 130,140,141,de la ley 

142 de 1994 declarado exequible por la SENTENCIA C-150 DEL 2003 

TERCERO QUE LA EMPRESA VANTI LE DE CUMPLIMIENTO A LOS ARTICULOS 154 Y 155 , Y 

EXPIDA EL ACTO ADMINISTRATIVO POR MEDIO DE LA CUAL ME COBRA EL CONSUMO NO0 

FACTURADO POR VALOR DE$5.426.380, PARA PODER CONCEDER LOS RECURSO DE LEY.” 

 

4. PRUEBAS 

• Copia del derecho de petición. 

• Copia de notificación por aviso 

• Copia de solicitud de cumplimiento 

 

5. ACTUACIONES PROCESALES 

La acción de tutela fue radicada en el correo institucional del Juzgado de acuerdo 

a los lineamientos trazados por el CSJ con ocasión de la pandemia COVID 19 y el 

Decreto 806 de 2020, así las cosas, pasa al Despacho con nota secretarial, donde 

la suscrita realiza el estudio de admisibilidad y se decide por medio de auto de 

fecha jueves seis (6) de octubre de dos mil veintidós (2022) AVOCA conocimiento, 

el dicha decisión ordena la notificación de las partes para que ellas se pronuncien 

sobre los hechos que dieron origen a la presente acción de tutela en el término 

perentorio de dos (2) días hábiles siguientes a la notificación.  

 

6. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
 

6.1. GASNACER S.A. ESP, hace uso al derecho a la réplica por medio del 

representante legal, quien manifiesta que: 

 

“A raíz de la verificación de una serie de indicios asociados a la disminución del consumo 

en la cuenta contrato y/o póliza No. 40400652, la Empresa realizó una visita de 

inspección el día 10 de Agosto de 2019; en la que se detectó inconsistencias en el 

medidor, situación que a la postre llevó a confirmar la existencia de irregularidades en 

el centro de medición, encontrando el medidor MARCA DM TIPO 71-17-5 NUMERO 

3353638; con las siguientes anomalías: (81) Tornillos con rebabas partidos y 

manipulados; (05) Sellos rotos”. 
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7. CONSIDERACIONES 

 

Es de anotar que el artículo 86 de la Constitución Política consagró la acción 

de tutela como un mecanismo extraordinario, preferente, subsidiario y residual con 

la cual se busca la protección de los derechos constitucionales fundamentales ante 

el menoscabo o la amenaza derivados de acción u omisión atribuible a las 

autoridades públicas o a los particulares, en las situaciones específicamente 

precisadas en la ley. 

 

• El derecho fundamental de petición1. 

 

Del contenido del artículo 23 Superior, la jurisprudencia constitucional ha 

precisado que el derecho de petición tiene el carácter de derecho fundamental, por 

ello el mecanismo para lograr su protección cuando quiera que éste resulte 

amenazado o vulnerado por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública y 

en ciertos eventos por los particulares, es la acción de tutela ante la ausencia de 

otro medio de defensa judicial eficaz para hacer efectiva su garantía.  

 

En cuanto a su alcance, el derecho de petición no sólo permite a la persona 

que lo ejerce presentar la solicitud respetuosa, sino que implica la facultad para 

exigir de la autoridad a quien le ha sido formulada una respuesta de fondo y 

oportuna del asunto sometido a su consideración. 

 

En ese sentido, la respuesta que se dé a las peticiones debe cumplir con los 

siguientes requisitos: (i) Debe ser oportuna, es decir, atenderse dentro de los 

términos establecidos en el ordenamiento jurídico; (ii) Resolver de fondo, clara, 

precisa y de manera congruente con lo solicitado, y (iii) Debe ser puesta en 

conocimiento del peticionario, pues la notificación de la respuesta al interesado 

forma parte del núcleo esencial del derecho de petición, porque de nada serviría la 

posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta se reserva para sí el sentido de lo 

decidido. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del 

derecho constitucional fundamental de petición.  Bajo el anterior planteamiento, 

corresponde determinar si en el presente caso, Aún se continúa vulnerando el 

derecho de petición al accionante. 

 

 

 

 
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Decisión Penal de Tutelas, M.P. Fernando Alberto Castro Caballero, Aprobado Acta No. 407, 
Bogotá, D.C., cinco (5) de diciembre de dos mil trece (2013). 
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• Caso concreto 

 

Se tiene que efectivamente que GERARDO ARCILA GRAJALES el 29 de 

septiembre de 2022 radicó una petición ante GASNACER S.A. ESP. Solicitando la 

exoneración de un pago de consumo del servicio de Gas Natural dejado de facturar; 

petición que hasta la fecha de interponer la acción preferente. 

 

Descendiendo en el caso concreto se tiene que la petición efectivamente fue 

radicada, dado que no solo se aportaron los documentos que lo acreditan, sino que 

quien hizo uso del derecho a la réplica lo acepta en su respuesta, por tanto, lo que 

se analizará es el termino dentro del cual se ofreció respuesta. 

 

El Juzgado entra a determinar si existe vulneración al derecho fundamental 

de petición, para ello y en aras de zanjar la discusión verifica los anexos allegados 

con la respuesta ofrecida, en lo cual se constata que la respuesta fue enviada no 

solo al Despacho sino al correo de la actora, de lo anterior se concluye que las 

pretensiones fueron absueltas, así las cosas, se puede concluir que la puesta en 

peligro o vulneración el derecho fundamental de petición ya no existe. 

 

Hay una situación particular sobre la cual esta funcionaria quiere hacer 

énfasis, y es que la pretensión del derecho de petición gira en torno a la suspensión 

del cobre de un consumo del servicios de Gas Natural dejado de facturar por valor 

de 5.426.380.oo, lo cual no se pudo materializar, por las razones que ya se 

expusieron, empero se acude a este estrado judicial no se acude para dejar sin 

efectos los actos administrativos que impusieron la sanción sino para obtener 

respuesta a la petición presentada, es de dicha situación de donde se colige sin 

dubitación que puede decir que ha existido un pronunciamiento de fondo ya que 

ello no implica tener que otorgar necesariamente lo solicitado por el interesado2, 

ya que no se pude confundir el derecho de petición con el derecho de lo pedido.  

 

 
2 La corte Constitucional desde sus inicio diferenció el derecho de petición del derecho de lo pedido. Puntualmente, 
se ha dicho que: “no se debe confundir el derecho de petición (…) con el contenido de lo que se pide, es decir[,] 
con la materia de la petición. La falta de respuesta o la resolución tardía son formas de violación de aquél y son 
susceptibles de la actuación protectora del juez mediante el uso de la acción de tutela, pues en tales casos se 
conculca un derecho constitucional fundamental. En cambio, lo que se debate ante la jurisdicción cuando se acusa 
el acto, expreso o presunto, proferido por la administración, alude al fondo de lo pedido, de manera independiente 
del derecho de petición como tal. Allí se discute la legalidad de la actuación administrativa o del acto 
correspondiente, de acuerdo con las normas a las que estaba sometida la administración, es decir que no está en 
juego el derecho fundamental de que se trata sino otros derechos para cuya defensa existen las vías judiciales 
contempladas en el Código Contencioso Administrativo y, por tanto, respecto de ella no cabe la acción de tutela 
salvo la hipótesis del perjuicio irremediable (artículo 86 C.N).” Sentencia T-242 de 1993, M.P. José Gregorio 
Hernández Galindo. Véanse también, entre otras, las Sentencias T-180 de 2001, T-192 de 2007, T-558 de 2012 
y T-155 de 2018. 
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Por todo lo puesto de presente en los párrafos precedentes se puede colegir 

sin incertidumbre que se está frente a lo que la Jurisprudencia ha denominado 

como “hecho superado”, por tanto, hay carencia de objeto. 

 

Así las cosas, se hace inexcusable por su importancia pero además por 

guardar estrecha relación con el tema traer a colación la postura de la H. Corte 

Constitucional sobre el tema, quien ha reiterado que el objeto de la acción de tutela 

es el de asegurar la efectiva vigencia de los derechos fundamentales, mediante 

mandatos judiciales inmediatos para que el responsable de la agresión o amenaza 

de aquéllos haga o deje de hacer algo, según haya incurrido en omisión o en acción 

contraria a la Constitución. 

 

Además, ha resaltado que dicho objeto es ilusorio cuando en el desarrollo 

mismo de los acontecimientos llevados a conocimiento del juzgador, hacen que 

desaparezcan los motivos de perturbación o peligro para los derechos 

fundamentales materia de protección constitucional y que, por ende, ya no se 

requiera el apremio de la orden judicial, como es el caso que ocupa la atención, de 

acuerdo a lo resaltado de manera detallada en los párrafos precedentes. 

 

En doctrina Constitucional este fenómeno se conoce como hecho superado y 

se describe de la siguiente manera: 

 
‘‘El propósito de la tutela, como lo establece el artículo 86 de la Constitución 

Política, es que el juez Constitucional, de manera expedita, administre justicia 

en el caso concreto, profiriendo las órdenes que considere pertinentes a la 

autoridad pública o al particular que con sus acciones u omisiones han 

amenazado o vulnerado derechos fundamentales y procurar así la defensa 

actual y cierta de los mismos. No obstante, hay casos en que el juez 

constitucional conoce de acciones de tutela, en los que para ese momento ya 

se ha reivindicado el derecho vulnerado o violado, o ha desaparecido la causa 

de tal afectación. Este fenómeno ha sido catalogado por la jurisprudencia 

como hecho superado, en el sentido de que han desaparecido los supuestos 

de hecho que motivaron el ejercicio de la acción3”. 

 

Pero bien, este no ha sido la única decisión sobre el tema, por lo que se trae 

otra que se considera pertinente que de segura sirven como sustento jurídico. 

 
 ‘‘Al desaparecer los supuestos de hecho en virtud de las cuales se formuló 

la demanda se presenta la figura de hecho superado. 

Ante un hecho superado, en donde la pretensión que fundamenta la solicitud 

de amparo constitucional ya está satisfecha, la acción de tutela pierde 

 
3 Sentencia T-149/2006 Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil. 
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eficacia e inmediatez. Y ello es entendible pues ya no existe un objeto 

jurídico sobre el cual proveer o tomar determinación alguna4”. 

 

Frente a este panorama y siendo más que evidente que la puesta en peligro 

o transgresión por la cual se acudió ante un Juez constitucional ha desaparecido 

no existe orden que impartir, por tanto, será denegada la súplica por carencia de 

objeto o hecho superado al haberse ofrecido una respuesta de fondo a la solicitud 

presentada. 

 

En mérito de lo anterior el Juzgado Promiscuo Municipal de Becerril - Cesar 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución 

Política, 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO: NEGAR por carencia de objeto el amparo constitucional deprecado por 

GERARDO ARCILA GRAJALES conforme a las consideraciones expuestas en la parte 

motiva de esta decisión. 

 

SEGUNDO: Por Secretaría notificar la decisión a las partes conforme a los 

lineamientos del decreto 2591 de 1991, haciéndoles saber que respecto de la 

misma procede el recurso de impugnación 

 

TERCERO: En caso de ser impugnada la presente decisión en los términos de ley, 

se ordena que por Secretaría de manera inmediata se envíe al Centro de Servicios 

de los Juzgados del Circuito de Valledupar para el reparto respectivo, atendido los 

protocolos de Bioseguridad establecidos por el CSJ. 

 

CUARTO: Si no es impugnado el presente fallo, envíese a la H. Corte Constitucional 

para su eventual revisión. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

  
Se suscribe con firma escaneada, por salubridad pública  

(Art. 11, decreto 491 de 2020) 

 
4 Sentencia T-488/2005 Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis. 


